	Fecha
	9 de marzo de 1953
	Sesión número
	9

	Motivo: Amparo

	Recurrente: GONZALO SIERRA CANTILLO

	Amparado: SINDICATO DE LA INDUSTRIA DEL BANANO

	Recurrido: Ministerio de Seguridad Pública

	Objeto del recurso: El recurrente alega que a los miembros del sindicato amparado se les persigue por parte de las autoridades recurridas.

	Respuesta del recurrido: El Ministerio recurrido fue suprimido, y no es claro contra quién se dirige, pues se menciona el nombre de un funcionario que ya no ocupa ese tipo de cargo.

	Parte dispositiva
	Declinó competencia (no va dirigido contra miembros de los Supremos Poderes). VS de los Magistrados Elizondo, Ramírez, Valle, Sánchez, Monge, Castillo, Bejarano y Fernández Porras.


N° 9
Sesión ordinaria de Corte Plena celebrada a las catorce horas del día nueve de marzo de mil novecientos cincuenta y tres, con asistencia de los Magistrados Guardia (Presidente), Elizondo, Quirós, Ramírez, Baudrit, Valle, Ávila, Sánchez, Cordero, Fernández Hernández, Castillo, Trejos, Bejarano, Acosta y Fernández Porras.
Artículo IV
Se conoció del recurso de Amparo establecido por GONZALO SIERRA CANTILLO, como Secretario de Conflictos de la Federación de Trabajadores de San José, en el que el recurrente se queja de que autoridades administrativas persiguen a los trabajadores con motivo de un movimiento iniciado por el Sindicato de la Industria del Banano y similares, para obtener de la Compañía Bananera un contrato colectivo de trabajo, con flagrante violación de derechos constitucionales que consagra la Carta Magna en el Capítulo de Garantías Sociales. Luego de detallar prolijamente los actos llevados a cabo por las autoridades, expresamente dice el recurrente: “Enderezo el recurso contra el Ministerio de Seguridad Pública y concretamente contra el encargado de la Cartera, Mayor Armando Blanco González, quien es mayor de edad y de este vecindario. O contra la Comandancia en Jefe o quien en definitiva represente ese Ministerio de Seguridad”.

El Magistrado Baudrit, Presidente de la Corte Interina, manifestó que este recurso había estado presentado en febrero y como, según la Ley de Presupuesto, el Ministerio de Seguridad Pública había sido suprimido, sin que allí aparezca funcionario alguno encargado del mismo, estimó del caso pedir el informe de ley al señor Presidente de la República, en su carácter de Comandante en Jefe, contra quien se interpone también la instancia; que así se había hecho constar en la providencia respectiva, la que posteriormente se revocó antes de recibirse el informe del señor Presidente, de acuerdo con lo resuelto en sesión del 26 del mes citado, por haberse considerado que el recurrente debía demostrar, entre otras cosas, la personería con que actuaba. El señor Comandante en Jefe, por medio de su secretario, informó que la instancia debería dirigirse contra el Mayor Armando Blanco González, por haberlo solicitado así expresamente el señor Sierra, por lo que consideraba que el traslado debería darse a este funcionario y no a él; y que en ese aspecto el recurso era claro.
También aparece agregado a los autos un extenso informe del Mayor Blanco González, como Oficial Mayor de la Comandancia en Jefe, y en el cual, según sus términos, se hace responsable de la actuación de sus subalternos.

Discutido ampliamente el caso, y recibida la votación, los Magistrados Elizondo, Ramírez, Valle, Sánchez, Monge, Castillo, Bejarano y Fernández Porras votaron porque previamente el recurrente debe concretar en forma clara el funcionario contra quien se dirige el recurso, dados los términos ambiguos del mismo; y los Magistrados Guardia, Quirós, Cordero, Fernández Hernández, Trejos y Acosta votaron en el sentido de que la Corte es incompetente para conocer del recurso, de acuerdo con el artículo 6° de la Ley de Amparo, y que el interesado lo presente ante el juez respectivo, por considerar que el señor Sierra concretamente lo enderezó contra el Mayor Armando Blanco González, quien, según aparece de los autos, se hizo responsable de las medidas adoptadas por las autoridades administrativas en la zona del Pacífico; y los Magistrados Baudrit y Ávila, votaron porque el informe debe solicitarse al señor Presidente de la República, en su calidad de Comandante en Jefe, de acuerdo con las razones que dio el Magistrado Baudrit y de que se hizo referencia anteriormente.

Con vista del anterior resultado, y por no haber habido mayoría en un sentido u otro, se puso a votación solamente las dos tesis que obtuvieron mayor número de votos, y por mayoría se dispuso: que el Tribunal es incompetente para conocer del recurso, y que el interesado debe presentarlo ante el Juez Penal respectivo; los Magistrados Elizondo, Ramírez, Valle, Sánchez, Monge, Castillo, Bejarano y Fernández Porras se pronunciaron como lo habían hecho anteriormente.
